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TRATADO 

610/000110 De asistencia mutua en materia penal entre el Reino de España y Ca- 
nadá, firmado en Madrid el 04/07/94. 

TEXTO REMITIDO POR EL CONGRESO 
DE LOS DIPUTADOS 

610/000110 

PRESIDENCIA DEL SENADO 

Con fecha 5 de octubre de 1994, ha tenido entrada 
en esta Cámara, a efectos de lo dispuesto en el artícu- 
lo 94.1 de la Constitución, el Tratado de asistencia 
mutua en materia penal entre el Reino de España y 
Canadá, firmado en Madrid el 04/07/94. 

La Mesa del Senado ha acordado el envío de este 
Tratado a la Comisión de Asuntos Exteriores. 

Se comunica, por analogía con lo dispuesto en el 
artículo 107.1 del Reglamento del Senado, que el pla- 
zo para la presentación de cualquier tipo de pro- 
puestas terminará el próximo día 18 de octubre, 
martes. 

En cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 191 
del Reglamento del Senado, se inserta a continuación 
el texto remitido por el Congreso de los Diputados, en- 
contrándose la restante documentación a disposición 
de los señores Senadores en la Secretaría General de la 
Cámara. 

Palacio del Senado, 5 de octubre de 1994.-El Presi- 
dente del Senado, Juan José Laborda Martín.-El 
Secretario primero del Senado, Manuel h g e l  Agui- 
lar Belda. 

TRATADO DE ASISTENCIA MUTUA EN MATERIA 
PENAL ENTRE EL REINO DE ESPAÑA Y CANADA 

FIRMADO EN MADRID EL 4-7-94 

El Reino de España y Canadá 

Deseando mejorar la eficacia de ambos países en 
cuanto a la investigación, represión y prevención de la 
delincuencia mediante la cooperación y la mutua asis- 
tencia en materia penal, 

Han convenido en lo siguiente: 

PARTE 1 

DISPOSICIONES GENERALES 

ARTICULO 1 

Obligación de prestarse asistencia mutua 

1. De conformidad con el presente Tratado, las Par- 
tes Contratantes se prestarán recíprocamente la asis- 
tencia mutua más amplia posible en materia penal. 

2. Por asistencia mutua a efectos del anterior apar- 
tado 1 se entenderá cualquier asistencia prestada por 
el Estado requerido respecto de investigaciones o pro- 
cedimientos que se sigan en el Estado requirente en un 
asunto penal, del que entienda una autoridad compe- 
tente de ese Estado. 

3.  Por "Autoridad Competente" se. entenderá aque- 
lla que haya presentado la solicitud de asistencia mu- 



tua, que emane de una autoridad judicial o que haya 
sido avalada por el Fiscal General de Canadá o de una 
provincia, o bien por alguno de sus delegados. 

4. A efectos del apartado 1, por materia penal se 
entenderá, las investigaciones o procedimientos relati- 
vos, en lo que respecta al Reino de España, a cualquier 
delito que sea de la competencia de sus tribunales pe- 
nales, y en lo que respecta a Canadá, a cualquier delito 
tipificado por una ley del Parlamento o por el órgano 
legislativo de una provincia. 

5. La materia penal englobará también las investi- 
gaciones o actuaciones relativas a delitos en materia 
de impuestos, tasas, aduanas y pagos o transferencias 
internacionales de capital. 

6. La asistencia comprenderá: 

a) la práctica de pruebas y la obtención de declara- 
ciones de personas; 

b) la facilitación de información, documentos y 
otros datos, incluidos los antecedentes penales, autos 
judiciales y archivos oficiales; 

c) la localización de personas y objetos, incluida su 
identificación; 

d) el registro y la incautación; 
e) la entrega de bienes, incluido el préstamo de pie- 

zas de convicción; 
f) la puesta a disposición de personas detenidas y 

otras personas para que presten testimonio o ayuden 
en las investigaciones; 

g) la notificación de documentos, incluidos los en- 
caminados a conseguir la comparecencia de ciertas 
personas; 

h) las medidas para localizar, asegurar y confiscar 
el producto del delito; y 

i) cualquier otra asistencia compatible con los ob- 
jetos del presente Tratado. 

ARTICULO 2 

Ejecución de solicitudes 

1. Las solicitudes de asistencia se ejecutarán sin de- 
mora, de conformidad con la ley del Estado requerido 
y, en la medida en que no esté prohibido por dicha ley, 
del modo solicitado por el Estado requirente. 

2 .  El Estado requerido no rehusará la ejecución de 
una solicitud basándose en el secreto bancario. 

. .. 

ARTICULO 3 

Denegación o aplazamiento de la asistencia 

1. Podrá denegarse la asistencia si, en opinión del 
Estado requerido, la ejecución de la misma menosca- 
bara su soberanía, seguridad, orden público o intere- 

ses esenciales, perjudicara la seguridad de alguna per- 
sona o no estuviera justificada por otros motivos. 

2. El Estado requerido podrá aplazar la asistencia 
si la ejecución de la solicitud interfiriese con alguna 
investigación o enjuiciamiento en curso en el Estado 
requerido. 

3. El Estado requerido informará sin demora al Es- 
tado requirente de su decisión de no cumplir en todo o 
en parte una solicitud de asistencia o de aplazar la de- 
cisión, y dará los motivos de dicha decisión. 

4. Antes de negarse a conceder una solicitud de 
asistencia o antes de aplazar su ejecución, el Estado 
requerido considerará si puede concederse la asisten- 
cia con sujeción a las condiciones que considere nece- 
sarias. Si el Estado requirente acepta la asistencia su- 
peditada a esas condiciones, se atendrá a las mismas. 

PARTE 11 

DISPOSICIONES PARTICULARES 

ARTICULO 4 

Presencia de personas que intervengan en los 
procedimientos que se sigan en el Estado requerido 

1. El Estado requerido, previa petición, informará 
al Estado requirente del lugar y fecha de ejecución de 
la solicitud de asistencia. 

2. En la medida en que no esté prohibido por la ley 
del Estado requerido, se permitirán la presencia en la 
ejecución de la solicitud y la participación en las actua- 
ciones que se sigan en el Estado requerido a jueces o 
funcionarios del Estado requirente y a otras personas 
interesadas en la investigación o en las actuaciones. 

3. El derecho a participar en los procedimientos in- 
cluirá el de cualquier persona presente a formular pi-e- 
guntas. A las personas presentes en la ejecución de una 
solicitud se les permitirá hacer una transcripción literal 
de los procedimientos. Se permitirá la utilización de 
medios técnicos para hacer dicha transcripción literal. 

ARTICULO 5 

Transmisión de documentos y objetos 

1. Cuando la solicitud de asistencia se refiera a la 
transmisión de expedientes y documentos, el Estado 
requerido podrá transmitir copias certificadas confor- 
mes de los mismos, a menos que el Estado requirente 
solicite expresamente los Originales. 

2 .  Los documentos o expedientes originales y los 
objetos transmitidos al Estado requirente serán de- 
vueltos al Estado requerido lo antes posible, a petición 
de éste. 
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3. En la medida en que no esté prohibido por la ley 
del Estado requerido, los documentos, objetos y expe- 
dientes serán transmitidos de la forma o acompañados 
de la certificación que solicite el Estado requirente pa- 
ra su aceptación de conformidad con la ley de ese Es- 
tado requirente. 

ARTICULO 6 

Antecedentes penales 

Los antecedentes penales solicitados por la Parte re- 
quirente a los efectos de una investigación penal y de 
un procedimiento se le facilitarán al Estado requirente 
en las mismas condiciones en que se suministrarían en 
investigaciones y procedimientos similares en el Esta- 
do requerido. 

ARTICULO 7 

Disponibilidad de personas para prestar 
testimonio o ayudar en las investigaciones en el 

Estado requirente 

1. El Estado requirente podrá solicitar que se pon- 
ga a su disposición una persona para que testifique o 
ayude en una investigación. 

2 .  El Estado requerido invitará a una persona a que 
ayude en la investigación o comparezca como testigo 
en las actuaciones, y procurará obtener su consenti- 
miento para ello. Le informará de los gastos y dietas 
que se le pagarán anticipadamente. 

ARTICULO 8 

Puesta a disposición de personas detenidas para 
prestar testimonio o ayudar en las investigaciones 

1. A petición del Estado requirente, una persona 
que se encuentre bajo custodia en el Estado requerido 
será trasladada temporalmente al Estado requirente 
para ayudar en las investigaciones o actuaciones, a 
condición de que esa persona asienta al traslado y no 
existan motivos determinantes contra su traslado. 

2 .  Cuando según la ley del Estado requerido a la 
persona trasladada haya de mantenérsela bajo custo- 
dia, el Estado requirente así lo hará y la devolverá al 
término de la ejecución de la solicitud. El tiempo de 
detención en el Estado requirente se abonará en el 
cómputo de la condena que se impusiere en el Estado 
requerido. 

3. Cuando expire la condena impuesta o el Estado 
requerido comunique al Estado requirente que la per- 
sona trasladada ya no debe ser mantenida bajo custo- 
dia, a dicha persona se la pondrá en libertad y se le 

tratará como una persona presente en el Estado requi- 
rente de conformidad con una solicitud en que se reca- 
ba la presencia de dicha persona. 

ARTICULO 9 

Salvoconducto 

1. A la persona que se encuentre presente en el 
Estado requirente en respuesta a una solicitud en que 
se recaba su presencia no se le podrá procesar, dete- 
ner ni someter a ninguna otra restricción de su liber- 
tad personal en dicho Estado por actos u omisiones 
anteriores a la salida de esa persona del Estado re- 
querido, ni se le podrá obligar a prestar testimonio 
en procedimientos distintos de aquellos a que se re- 
fiere la solicitud. 

2 .  La persona que se encuentre presente en el Esta- 
do requirente con su consentimiento a consecuencia 
de una solicitud en que se haya pedido la comparecen- 
cia de esa persona para responder ante una autoridad 
judicial de actos, omisiones o condenas no podrá ser 
procesada, detenida ni sometida a cualquier otra res- 
tricción de su libertad personal por actos y omisiones 
o condenas anteriores a la salida de esa persona del 
Estado requerido que no se encuentren especificados 
en la solicitud. 

3. Dejarán de aplicarse los apartados 1 y 2 del pre- 
sente artículo si una persona, estando en libertad de 
abandonar el Estado requirente, no lo hubiere hecho 
dentro de un plazo de treinta (30) días después de ha- 
bérsele notificado oficialmente que ya no era necesaria 
la presencia de esa persona o que, habiendo abando- 
nado el territorio, hubiere regresado voluntariamente 
al mismo. 

4. A la persona que no comparezca en el Estado re- 
quirente no se le podrá someter a ninguna sanción o 
medida coercitiva en el Estado requerido. 

ARTICULO 10 

Producto del delito 

1. Previa solicitud, el Estado requerido se esforza- 
rá en averiguar si dentro de su jurisdicción se halla 
algún producto de un delito y notificará al Estado re- 
quirente los resultados de sus indagaciones. Al hacer 
la solicitud, el Estado requirente notificará al Estado 
requerido en qué se basa su convicción de que dicho 
producto pueda hallarse en la jurisdicción del segun- 
do. 

2 .  Cuando, de conformidad con el apartado 1 del 
presente artículo, se halle el presunto producto de un 
delito, el Estado requerido tomará las medidas permi- 
tidas por su ley para inmovilizar, embargar y confiscar 
dicho producto. 
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PARTE 111 

PROCEDIMIENTO 

ARTICULO 11 

Contenido de las solicitudes 

1. En todos los casos, se hará constar en las solici- 
tudes de asistencia: 

a) el nombre de la autoridad competente que esté 
llevando a cabo la investigación o actuaciones a que se 
refiere la solicitud; 

b) una descripción de la naturaleza de la investiga- 
ción o actuaciones, incluyendo un resumen de los res- 
pectivos hechos y fundamentos de derecho; 

c) la finalidad con que se hace la solicitud y la clase 
de la asistencia recabada; 

d) la necesidad, en su caso, de confidencialidad y 
sus motivos; 

e) cualquier plazo dentro del cual se desea que se 
cumpla la solicitud. 

2. En las solicitudes de asistencia figurará también 
la siguiente información: 

a) cuando sea posible, la identidad, nacionalidad y 
paradero de la persona o personas que son objeto de la 
investigación o actuaciones; 

b) en caso necesario, detalles sobre cualquier pro- 
cedimiento o requisito particular que el Estado requi- 
rente desee que se siga y las razones del mismo; 

c) en el caso de solicitudes para la práctica de prue- 
bas o para registro e incautación, una declaración en 
la que se indique en qué se basa la convicción de que 
puedan encontrarse pruebas en el lugar del Estado re- 
querido; 

d) en el caso de las solicitudes de prestación de tes- 
timonio por una persona, una declaración de si las de- 
claraciones se exigen bajo juramento o promesa, y una 
descripción del objeto sobre el que debe versar el testi- 
monio o declaración recabado; 

e) en el caso de préstamo de piezas de convicción, 
la persona o clase de personas bajo cuya custodia se 
encontrará dicha pieza, el lugar al que deba trasla- 
darse la misma, y las pruebas que vayan a realizarse 
y 1a.fecha en que se devolverá la pieza de convicción; 
Y 

f> en el caso de la puesta a disposición de personas 
detenidas, la persona o clase de personas que las ten- 
drán bajo su custodia durante el traslado, el lugar al 
que deba trasladarse la persona detenida y la fecha de 
devolución de la misma. 

3. Si el Estado requerido considera que la informa- 
ción contenida en la solicitud no es suficiente para po- 

~~~ 

der tramitar la solicitud, dicha parte podrá solicitar 
que se le proporcionen otros pormenores. 

4. Las solicitudes se harán por escrito. En casos de 
urgencia y en otros permitidos por el Estado requerido, 
podrá formularse la solicitud verbalmente pero deber5 
ser confirmada por escrito inmediatamente después. 

ARTICULO 12 

Autoridades Centrales 

Las Autoridades Centrales transmitirán y recibirán 
todas las solicitudes y respectivas respuestas a los efec- 
tos del presente Tratado. La Autoridad Central para el 
Reino de España será la Dirección General de Codifi- 
cación y Cooperación Jurídica Internacional del Minis- 
terio de Justicia e Interior; la Autoridad Central para 
Canadá será el Ministro de Justicia o un funcionario 
por él designado. 

ARTICULO 13 

Confidencialidad 

1.  El Estado requerido podrá exigir, previa consulta 
con el Estado requirente, que la información o prue- 
bas facilitadas o la fuente de dicha información o 
pruebas se mantengan confidenciales o se revelen o 
utilicen únicamente con sujeción a los términos y con- 
diciones que determinare. 

2. En la medida en que así se le solicite, el Estado 
requerido mantendrá confidencial una solicitud, :;u 
contenido, los documentos justificativos y cualquier 
acción tomada de conformidad con la solicitud salvo 
en el grado necesario para ejecutarla. 

ARTICULO 14 

Limitaciones de uso 

El Estado requirente no revelará ni utilizará la infor- 
mación o las pruebas aportadas para fines distintos de 
los supuestos en la solicitud sin el previo consenti- 
miento del Estado requerido. 

ARTICULO 15 

Autenticación 

Las pruebas o documentos transmitidos de confor- 
midad con el presente Tratado no necesitarán ninguna 
forma de autenticación, salvo lo que se especifica en el 
artículo 5. 

-4 -  
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ARTICULO 16 

Idioma 

-\ 1. Las solicitudes y los documentos justificativos 
irán acompañados de una traducción al francés o al 
inglés, en caso de una solicitud formulada por el Reino 
de España, y al español en caso de una solicitud for- 
mulada por Canadá. 

2 .  Las solicitudes de notificación irán acompaña- 
das de una traducción de los documentos que deban 
notificarse a una lengua que comprenda el destinata- 
rio de la notificación. 

ARTICULO 17 

Funcionarios consulares 

1. Los funcionarios consulares podrán tomar decla: 
ración en el territorio del Estado receptor a un testigo 
con carácter voluntario y sin necesidad de solicitud 
formal. Se notificarán previamente las actuaciones 
que vayan a realizarse al Estado receptor. Dicho Esta- 
do podrá denegar su consentimiento por alguna de las 
razones previstas en el artículo 3. 

2. Los funcionarios consulares podrán notificar do- 
cumentos a una persona que comparezca voluntaria- 
mente en las oficinas consulares. 

ARTICULO 18 

Gastos 

1. El Estado requerido sufragará los costes de eje- 
cución de la solicitud de asistencia, a excepción de los 
siguientes costes, que correrán por cuenta del Estado 
requirente: 

a) los gastos relacionados con el transporte de 
cualquier persona al territorio del Estado requerido o 
desde el mismo a petición del Estado requirente, cua- 
lesquiera dietas o gastos que deban pagarse a dicha 
persona mientras se encuentre en el Estado requiren- 
te en virtud de los artículos 7 u 8 del presente Trata- 
do; Y 

b) gastos y honorarios de los peritos tanto en el Es- 
tado requerido como en el Estado requirente. 

2. Si resultase manifiesto que la ejecución de la so- 
licitud exige gastos de índole extraordinaria, las Partes 
Contratantes se consultarán para determinar los tér- 
minos y condiciones en que pueda prestarse la asisten- 
cia solicitada. 

PARTE IV 

DISPOSICIONES FINALES 

ARTICULO 19 

Otra asistencia 

El presente Tratado no afectará a las obligaciones 
subsistentes entre las Partes Contratantes en virtud de 
otros tratados, acuerdos u otros conceptos, ni impedi- 
rá a las Partes Contratantes prestarse o seguirse pres- 
tando asistencia recíproca de conformidad con otros 
tratados, acuerdos u otros conceptos. 

ARTICULO 20 

Ambito de aplicación 

El presente Tratado será aplicable a cualesquiera so- 
licitudes presentadas después de su entrada en vigor 
aun cuando los actos u omisiones correspondientes se 
hubieran producido antes de esa fecha. 

ARTICULO 21 

Consultas 

Las Partes Contratantes se consultarán sin demora, 
a solicitud de cualquiera de ellas, en relación con la in- 
terpretación y aplicación del presente Tratado. 

ARTICULO 22 

Terceros estados 

Si en el marco de una investigación o de un proce- 
dimiento, las autoridades judiciales de un tercer Es- 
tado díctan una resolución que tenga por efecto im- 
poner a un nacional o a un residente de una de las 
Partes Contratantes una conducta en el territorio de 
la otra Parte Contratante inconciliable con el dere- 
cho de esta última, las Partes Contratantes convie- 
nen en consultarse por vía diplomática con el fin de 
encontrar los medios de evitar o de remediar tal si- 
tuación. 

ARTICULO 23 

Entrada en vigor y denuncia 

1. El presente Tratado entrará en vigor treinta días 
después de la fecha en que las Partes Contratantes se 

-5- 
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hayan notificado mutuamente por escrito que se han 
cumplido sus requisitos respectivos para su entrada en 
1 JI ‘g or. 

2. Cualquiera de las Partes Contratantes podrá de- 
nunciar el presente Tratado en cualquier momento no- 
tificándolo por escrito con un año de antelación a la 
otra Parte Contratante. 

EN FE DE LO CUAL, los abajo firmantes, debida- 
mente autorizados para ello por sus Gobiernos respec- 
tivos, firman el presente Tratado. 

HECHO en Madrid, a cuatro de julio de mil nove- 
cientos noventa y cuatro por duplicado, en español, jn- 
glés y francés, siendo cada uno de estos textos igual- 
mente auténtico. 
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